LA SATISFACCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL Y SU INCIDENCIA EN EL ÁMBITO PENITENCIARIO.-
El día 2 de julio de 2003, entró en vigor la LO 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, que introduce cambios en el modelo de cumplimiento de la pena privativa de libertad.

El artículo 1.911 del Código Civil establece que el deudor responde del pago de sus obligaciones con todos sus bienes presentes y futuros. Por consiguiente el autor de un delito  respecto del que de forma conexa se origine un daño contra el patrimonio – en sentido amplio - no solo genera responsabilidad penal, sino también responsabilidad civil ex delicto, por cuanto ex artículos 1.089 y 1.092 del  Código Civil,  el mismo es fuente de obligaciones.

La ejecución de un hecho descrito por la ley como delito o falta, obliga a reparar, en los términos previstos en las leyes, los daños y perjuicios por él causados. La responsabilidad comprende por tanto la restitución, la reparación del daño y la indemnización de perjuicios materiales y morales.
Deberá restituirse, siempre que sea posible, el mismo bien, con abono de los deterioros y menoscabos que el Juez o Tribunal determinen. La restitución tendrá lugar aunque el bien se halle en poder de tercero y éste lo haya adquirido legalmente y de buena fe, dejando a salvo su derecho de repetición contra quien corresponda y, en su caso, el de ser indemnizado por el responsable civil del delito o falta.
No obstante ello, lo señalado en el último párrafo trascrito, - la restitución del bien en poder de tercero - no será de aplicación cuando el tercero hubiere adquirido el bien en la forma y con los requisitos establecidos por las leyes para hacerlo irreivindicable – artículo 111.2 in fine del Código Penal, en relación con los preceptos correspondientes de la Ley Hipotecaria –

La reparación del daño podrá consistir en obligaciones de dar, de hacer o de no hacer que el Juez o Tribunal establecerá atendiendo a la naturaleza de aquél y las condiciones personales y patrimoniales del culpable, determinando si han de ser cumplidas por él mismo o pueden ser ejecutadas a su costa.

La indemnización de perjuicios materiales y morales comprenderá no solo los que se hubieren causado al agraviado, sino también los que se hubieren irrogado a sus familiares o terceros.

Toda persona criminalmente responsable de un delito o falta lo es también civilmente si del hecho se derivaren daños o perjuicios.

Por consiguiente, sentado lo anterior, como novedoso requisito ex LO 7/2003 citada ut supra  para poder clasificar en tercer grado  o progresar a tercer grado a los internos se les exige que hayan satisfecho la responsabilidad civil derivada del delito.

La clasificación penitenciaria configura la clave de bóveda de nuestro sistema penitenciario conforme establece el artículo 72.1 de la Ley General Penitenciaria en base al principio de individualización científica de la pena que impregna tal precepto, y que, en atención las circunstancias personales del interno, delito cometido y circunstancias concurrentes en el mismo – ex artículos 63 y 64.2 de la Ley General Penitenciaria – se les clasificará en uno de los tres grados existentes.
La finalidad que la Constitución otorga principalmente a la pena de prisión es la reeducación y la reinserción social de las personas condenadas. A su vez, a cada persona privada de libertad se le asigna una situación penitenciaria – grado – régimen cerrado (clasificados en primer grado), ordinario (clasificados en segundo grado) y abierto (clasificados en tercer grado)

La Ley 7/2003 que estamos comentando, sobre cumplimiento íntegro de las penas, introduce por consiguiente una serie de novedades en la regulación del tercer grado. Se exige tener la mitad de la condena cumplida si la pena de prisión es superior a cinco años – este tiempo se denomina período de seguridad  - ex artículo 36.2 CP introducido por la LO 7/2003 – y haber satisfecho la responsabilidad civil.

¿Qué se exige en la ley para satisfacer la responsabilidad civil?

a) pago efectivo de la responsabilidad civil

b) una conducta efectivamente observada en orden a restituir lo sustraído, reparar el daño e indemnizar posperjuicios materiales y morales

c) las condiciones personales y patrimoniales del culpable, a efectos de valorar su capacidad real presente y futura para satisfacer la responsabilidad civil que le correspondiera

d) las garantías que permitan asegurar la satisfacción futura

e) la estimación del enriquecimiento que el culpable hubiera obtenido por la comisión del delito y en su caso, el daño o entorpecimiento producido al servicio público, así como la naturaleza de los daños y perjuicios causados por el delito, el número de perjudicados y su condición

Por lo tanto, el pago de las responsabilidades civiles se valora como un criterio más a efectos de clasificar al interno, no siendo un elemento determinante salvo, y aquí radica la novedad, que la clasificación sea en tercer grado o se progrese a tercer grado. Es evidente que la reparación del daño es un elemento inequívoco de una clara voluntad de integración social del interno que desea atenuar el mal que ocasionó a la sociedad en general y a su víctima en particular.

Por otra parte, y como criterio interpretativo, podemos acudir también a la interpretación que hace el Tribunal Supremo y nuestras Audiencias Provinciales de la atenuante de la responsabilidad criminal del artículo 21.5º del Código Penal (cuando prescribe como circunstancia aliviadora o reparadora a los correspondientes efectos penológicos, la de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir sus efectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a la celebración del acto del juicio oral) donde usando un criterio de generosidad ha admitido, para apreciar la atenuante, las reparaciones parciales SSTS 4-2-00 y  5-9-01 y otras formas simbólicas STS 12-2-00 y SAP de Jaén, sección 3ª, de 7-7-03, evidenciando su serio propósito de minorar el daño causado.
En efecto, siguiendo ese hilo argumental, reiteramos que la finalidad que se otorga a la pena de prisión, tal y como venimos relatando, es la reeducación y la reinserción social de las personas condenadas, ya que “en ningún caso cabe identificar la ejemplaridad de una pena con una pena ejemplar ni con el cumplimiento ejemplar de la pena impuesta “(Auto 1425/99 AP Madrid)

De lo anteriormente manifestado cabe inferir por tanto, respecto a la exigencia del cumplimiento de la responsabilidad civil, no tratarse de una obligación nueva pues ésta nació en la misma sentencia condenatoria. Por tanto, no se le exige nada nuevo al interno. Lo nuevo, es castigar el no cumplimiento de esta parte de la sentencia negándole el tercer grado o la libertad condicional.
La LO 7/2003 no solo modifica la legislación penitenciaria sino que también modifica el Código Penal afectando al régimen de la libertad condicional.

Establece ahora el Código penal que se establece la libertad condicional en la pena privativa de libertad para aquellos sentenciados en quienes concurran las siguientes circunstancias:

a) que se encuentren en el tercer grado de tratamiento penitenciario

b) que se hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena impuesta

c) que se haya observado buena conducta y exista respecto de los sentenciados un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social

El mecanismo por tanto viene de la mano de exigir el pago de la responsabilidad civil como un nuevo requisito vinculado a la obtención favorable de un pronóstico individualizado de reinserción social, y todo ello con independencia de las peculiaridades y particularidades de la libertad condicional de septuagenarios y enfermos terminales y libertad condicional de extranjeros para quienes su especialidad viene recogida en los artículos 72.5 de la Ley General Penitenciaria y artículo 197 del Reglamento Penitenciario.
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